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En el último proyecto de modificación a la Ley General de Urbanismo y Construcciones, la materia principal es la modificación al artículo 55, en orden a permitir la urbanización y construcción en áreas rurales.

Para este fin se plantean dos formas de acción: mediante la Áreas de Desarrollo Condicionado y a través de los Proyectos Urbanos Condicionados.

El proyecto de modificación favorecen urbanizaciones en zonas rurales, ya que en muchos casos pueden ser una necesidad para lograr mayor equilibrio y descentralización en los sistemas de centros poblados, como también puede constituir una respuesta coherente con los procesos de desarrollo actuales; no obstante, las condiciones establecidas, que deben cumplir estas iniciativas, no son suficientes para garantizar el bien común, lo que puede ser una fuente de conflicto muy importante y de difícil solución.

Los arquitectos estamos concientes de la importancia que reviste, para el sector de la construcción y para el resto de los sectores que comprende el proceso de desarrollo del país, disponer de crecientes capitales privados — nacionales y extranjeros — para la inversión inmobiliaria; sin embargo, no podemos pasar por alto que el desarrollo urbano persigue, como valor ético básico, cautelar e incrementar la calidad de vida de los habitantes.

En definitiva, de lo que se trata es de conseguir un equilibrio entre los diversos elementos principales que concurren al proceso de desarrollo urbano, permitiendo y promoviendo los negocios inmobiliarios en el marco del bien común. 

A. INSTRUMENTOS DE PLANIFICACIÓN

En el punto 4) se establece: 4)
Modificase el Artículo 3º de la siguiente forma:

a) Reemplazase el inciso tercero por el siguiente: 

“Para los efectos de la elaboración de modificaciones a la Ordenanza General de esta Ley, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo deberá consultar a instituciones públicas y privadas relacionadas con las materias de esta Ley, de acuerdo al procedimiento establecido en la Ordenanza General. En los casos en que las modificaciones a la Ordenanza General, se refieran a las normas que regulan la planificación territorial, con excepción de aquellas que traten materias urbanas, de urbanización o edificación, deberán ser elaboradas y aprobadas por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo en conjunto con los Ministerios de Obras Públicas, de Agricultura, de Bienes Nacionales, de Transportes y Telecomunicaciones, de Planificación y Cooperación y la Comisión Nacional de Medio Ambiente y demás organismos públicos que corresponda, cuando incidan en materias de su competencia. Dichos organismos deberán emitir sus pronunciamientos en un plazo de 30 días. En el evento que no se pronuncien en dicho plazo, se entenderá que aprueban las modificaciones propuestas. Para lo anterior, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo deberá llevar un registro público de las observaciones y proposiciones escritas que reciba.”.

OPINIÓN 1:

a) Hay un contrasentido en disponer que las modificaciones a la Ordenanza General “deben ser elaboradas y aprobadas por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo en conjunto” con los Ministerios…. Y después al final “En el evento que no se pronuncien en dicho plazo (30 días), se entenderá que aprueban las propuestas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo”. O se elaboran en conjunto, como un equipo interdisciplinario, o se consultan opiniones sobre una proposición elaborada por el Minvu.

b) El plazo de 30 días es demasiado breve para que los organismos públicos se pronuncien sobre materias, las más de las veces, de gran complejidad y que escapan a la competencia técnica normal de sus especialidades. Con este plazo tan exiguo lo más probable es que el Minvu apruebe todas sus proposiciones sin contrapeso ni opiniones fundadas de los demás organismos involucrados. 

c) ¿Qué pasa si alguno de los organismos no está de acuerdo con las proposiciones del Minvu?

d) El inciso tercero del artículo 3º actualmente vigente dice: “Para los efectos indicados, podrá oír a los respectivos Colegios Profesionales y asesorarse por los técnicos que estime conveniente.” Consideramos grave que se haya suprimido la participación explícita de los Colegios Profesionales y particularmente la del Colegio de Arquitectos.
En la letra b) se dispone que se remplace el inciso cuarto por el siguiente:
“La dictación de circulares que se refieran a las normas que regulan la planificación territorial, con excepción de aquéllas que traten materias urbanas, de urbanización o edificación, deberán ser elaboradas en conjunto con los Ministerios de Agricultura, Bienes Nacionales, Obras Públicas y Transportes y Telecomunicaciones, de Planificación y Cooperación y la Comisión Nacional de Medio Ambiente, y demás organismos públicos que corresponda cuando incidan en materias de su competencia. Dichos organismos deberán emitir sus pronunciamientos en un plazo de 30 días desde la fecha que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo les consulte. En el evento que no se pronuncien en dicho plazo, se entenderá que aprueban las propuestas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.”.

OPINIÓN 2:

a) Hay, nuevamente, un contrasentido en disponer que las circulares “deben ser elaboradas en conjunto” con los Ministerios…. Y después al final “En el evento que no se pronuncien en dicho plazo (30 días), se entenderá que aprueban las propuestas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo”. Al parecer es el Minvu quien elabora propuestas que somete al criterio de los otros organismos, lo que no necesariamente significa que se elaboran en conjunto.

b) ¿Qué pasa si alguno de los organismos no está de acuerdo con las proposiciones del Minvu?

c) El plazo de 30 días es demasiado breve.

Se modifica el Art. 7º de la siguiente manera: 6) Agrégase al artículo 7º, a continuación de la palabra “Urbanismo”, la siguiente frase: “el Decreto con Fuerza de Ley Nº 850, de 1997, del Ministerio de Obras Públicas y las competencias legales de otros organismos públicos.”.

OPINIÓN 3:

Al respecto opinamos que la acción del MOP debe enmarcarse y ser coherente con la planificación territorial en sus diversos niveles.

El artículo 27 dispone: 

Artículo 27.- Se entenderá por planificación territorial el proceso a través del cual se orienta, fomenta y regula, según sea el caso, el desarrollo urbanístico del territorio y la división del suelo y la construcción en función de las políticas de desarrollo.

La planificación territorial se realizará en forma descentralizada, a través de los Instrumentos de Planificación Territorial que determina esta ley.

Dichos instrumentos servirán de base para la coordinación de los aspectos territoriales de las distintas políticas públicas. Las reparticiones públicas, tanto fiscales como municipales, y las empresas de servicios públicos deberán, a requerimiento de los órganos responsables de los distintos niveles de planificación territorial, proporcionar la información necesaria para lograr una adecuada coordinación en la elaboración, actualización y aplicación de dichos instrumentos.

Las disposiciones de los Instrumentos de Planificación Territorial serán obligatorias para las personas naturales y jurídicas, públicas y privadas.”.

OPINIÓN 4:

a) En el inciso primero debe reemplazarse la primera “y” por una coma, en la expresión: “el desarrollo urbanístico del territorio y la división del suelo y la construcción”
b) El actual artículo 27º dispone: “Se entenderá por Planificación Urbana, para los efectos de la presente ley, el proceso que se efectúa para orientar y regular el desarrollo de los centros urbanos en función de una política nacional, regional y comunal de desarrollo socio-económico.” En el siguiente inciso agrega: “Los objetivos y metas que dicha política nacional establezca para el desarrollo urbano serán incorporados en la planificación urbana en todos sus niveles.” Teniendo en cuenta el texto del proyecto de modificación — para el artículo 27 — y el vigente, no se advierte diferencia sustantiva que amerite el cambio.

El artículo 28 Bis A dispone: La Ordenanza General establecerá los procedimientos de participación de la ciudadanía, la comunidad organizada y el sector privado que deberán cumplirse en la elaboración de los Instrumentos de Planificación Territorial. Dicho procedimiento deberá contemplar una oportuna y gradual información a los actores mencionados en las distintas etapas del proceso de elaboración de los instrumentos, las que incluyen la fase de diagnóstico, propuesta preliminar y definitiva, los plazos de las instancias de participación y la mantención de registros de acceso público en que consten las observaciones escritas formuladas.

Se mantendrán a disposición de cualquier interesado los antecedentes que conformen un proyecto de Instrumento de Planificación Territorial en las instancias anteriores a su aprobación que señale la Ordenanza General y los que finalmente fueren aprobados.

OPINIÓN 5:

Esto es un verdadero avance para los procesos de participación en la elaboración de todos los Instrumentos de Planificación en sus diferentes etapas o fases.

En el artículo 32, inciso segundo se establece: “La Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo actuará como Secretaría Técnica para la elaboración de la propuesta del Plan Territorial Regional, con la participación de las Secretarías Regionales Ministeriales de Agricultura, Bienes Nacionales, Obras Públicas y Transportes y Telecomunicaciones, y Planificación y Cooperación, la Comisión Nacional del Medio Ambiente, y de los demás organismos públicos competentes, los que deberán elaborar e informar técnicamente las materias propias de su competencia. Asimismo, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá consultar a las Municipalidades cuyas comunas se emplacen en la región respectiva. Las Municipalidades y demás organismos públicos consultados deberán emitir sus pronunciamientos en un plazo de 30 días desde la fecha que la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo les consulte. En el evento que no se pronuncien en dicho plazo, se entenderá que aprueban las propuestas de dicha Secretaría Regional Ministerial.”. 

OBSERVACION:

Al respecto caben algunas reflexiones:

· El propio Minvu, a través de su Secretaría, se arroga el rol de Secretaría Técnica para la elaboración de las propuestas del Plan Territorial Regional y agrega, con la participación de diversos ministerios y organismos públicos competentes; además se establece que la Seremi Minvu consulte a las municipalidades comprendidas dentro de la región objeto del plan. Se les otorga 30 días para que se pronuncien cada uno de estos organismos, porque de lo contrario se dará por aprobado lo que haya propuesto el Minvu. Si al comienzo se expresa que le Seremi Minvu elaborará las propuestas con la participación de los organismos nombrados, no es coherente con que sea la Seremi Minvu quien presente las propuestas. O se elaboran en conjunto o las elabora la Seremi Minvu. Por otra parte, los municipios solamente serán consultados. Finalmente, no se ponen los legisladores en el evento que haya discrepancia de algún organismo o municipalidad con lo que se ha propuesto.¿ Cuál sería el procedimiento?

· Un plan territorial regional debe entenderse como el resultado de una proposición que se debe revisar y evaluar de modo permanente, ya que la dinámica del desarrollo es muy difícilmente predecible, sobre todo en el contexto de la globalización. Entendidas así las cosas, lo que interesa no es propiamente el Plan, sino el equipo de planificación que permanentemente lo estudia, evalúa y propone cambios.

· Lo anterior lleva a pensar en la necesidad de contar con equipos de planificación regional, probablemente al interior del Gobierno Regiona,l permanentemente dedicados a esta tarea, como ocurre en los países más desarrollados.

· Al menos esta iniciativa debería implementarse en las regiones Quinta, Octava y Metropolitana, con una inmensa interrogante respecto a algunas regiones de desarrollo claramente emergentes.

· El plazo de 30 días es muy breve para las respuestas.

El artículo 33, inciso segundo establece: “Los Planes Territoriales Regionales deberán ser evaluados y actualizados al menos cada 10 años.".

OBSERVACIÓN:

Un plan que permanezca 10 años sin ser evaluado y actualizado, lo más probable es que se constituya en un escollo para el proceso de desarrollo de la región. Este tipo de planes debiera estar en permanente evaluación para realizar las actualizaciones de modo oportuno y eficiente. Diferente es el horizonte de tiempo para el cual se planifica, lapso que puede ser de 10 años.

B. URBANIZACIONES EN ZONAS RURALES

El proyecto de ley referido a la modificación de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, contempla dos modalidades para generar urbanizaciones en zonas rurales: la primera las “Áreas de Desarrollo Condicionado” y, la segunda, los “Proyectos Urbanos Condicionados”.

B.1. ÁREAS DE DESARROLLO URBANO CONDICIONADO.

El nuevo artículo 55, en su numeral 5, letra a) expresa literalmente: 
“Se entenderá por Área de Desarrollo Urbano Condicionado el desarrollo de una nueva zona urbana en el área rural regulada por un Plan Territorial Regional, Regulador Intercomunal o Regulador Metropolitano, según sea el caso, los cuales no definirán previamente el límite de cada una de ellas, sino que sus condiciones de localización. Dicha área deberá ser autosuficiente en cuanto a infraestructura, equipamiento y servicios en relación a la población y actividades que se emplacen en ella y deberá mitigar los impactos negativos que generen en el territorio.”
OBSERVACIÓN:

· Hemos subrayado la expresión”Dicha área deberá ser autosuficiente” para señalar que se está emitiendo un concepto - al menos - ambiguo, ya que al relacionarla con la infraestructura, equipamiento y servicios, de acuerdo a la población y actividades a desarrollar, se admiten algunas insuficiencias graves en cuanto a equipamiento. Efectivamente, las disposiciones vigentes en el Art. 2.2.5 de la Ordenanza General, obligan a los urbanizadores a ceder porcentajes de las áreas a urbanizar para destinarlas a equipamiento, áreas verdes y vialidad; no obstante, el procedimiento para el cálculo de las áreas a ceder tiene como resultado que no aumente proporcionalmente con el aumento de densidades o de población emplazada, lo que ha generado un déficit enorme en sectores urbanos con altas densidades. Es obvio que esta modificación continúa con esta anomalía.

· Es necesario llamar la atención respecto al término “mitigar” usado en el inciso anterior, el que de acuerdo a los diccionarios no significa “solucionar”; además, para conocer los impactos negativos es necesario contar con parámetros objetivos y mensurables, como podría ser el caso de algunos aspectos del transporte, pero que no existen en la gran mayoría de los impactos negativos de connotación social. Lo que interesa, en último término, es la calidad de vida y con esa orientación debieran definirse indicadores.

A continuación, se plantean seis condiciones que los interesados en emprender estas Áreas deben cumplir.

OBSERVACIÓN:

Se establecen las condiciones que deben cumplir los interesados en esta forma de intervenir el territorio; sin embargo, no se establecen las garantías de esos interesados en relación a sus obligaciones, como tampoco las sanciones a que son acreedores si no las cumplen, asuntos ambos delicados en el ámbito del derecho.

Posteriormente, se precisan las condiciones que los Planes de Desarrollo Territorial o Reguladores Intercomunales deben definir para las Áreas de Desarrollo Condicionado, alcanzando un número de cinco condiciones.

Los Planes Territoriales Regionales, Reguladores Intercomunales o Reguladores Metropolitanos, según sea el caso, establecerán las siguientes condiciones y requisitos para las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado:

i) Superficie mínima. (o máxima ¿?)

ii) Porcentaje mínimo de su superficie que se deberá destinar a viviendas que cuenten con algún tipo de subsidio estatal.

iii) Porcentaje mínimo de su superficie que se deberá destinar a actividades generadoras de empleo.

iv) Condiciones relacionadas con las características geográficas, físicas y morfológicas del territorio regional.

OBSERVACIÓN:

a) Parecen altamente insuficientes las condiciones.

b) No se evidencia conciencia que los procesos de desarrollo actuales rebasan los límites geográficos y políticos administrativos, abarcando estos procesos, en algunos casos, áreas de hasta tres o cuatro regiones. 

c) Debería presentarse un análisis de cobertura regional que mostrara el rol del nuevo centro urbano y los elementos positivos y negativos que se esperan de su localización en el contexto del sistema regional de centros poblados.

d) Se pueden presentar problemas o ventajas de localización en relación con elementos y centros urbanos de regiones vecinas, lo que debería ser evaluado.

e) El interesado debería presentar un estudio de evaluación local que asegure que la iniciativa es sustentable desde el punto de vista económico, social y desde el punto de vista del medio ambiente.

Enseguida, se establece que el interesado debe presentar un Plan Maestro que deberá ser aprobado, observado o rechazado en un plazo de 120 días.

OBSERVACIÓN:

a) Los Planes Maestros no están contemplados en la ley vigente ni en el proyecto de modificación, de manera que no existe definición legal al respecto, lo que lo sitúa en un ámbito de interpretación inconveniente.

b) El Plan Maestro debería ser definido en el primer inciso del Art. 28 propuesto; lo mismo ocurre con el Plan Regulador Metropolitano, tampoco definido.

c) No se encuentra suficientemente aclarado el rol del Gobierno Regional y de la Seremi Minvu en la aprobación de los Planes Maestros. ¿La Seremi Minvu cumplirá una tarea de controlar que los Planes Maestros cumplen con la legislación y normativa vigente o es también un organismo técnico, como ocurre con otros instrumentos de planificación? ¿El Gobierno Regional tendrá la capacidad técnica para evaluar de modo independiente estos Planes?

d) Las garantías del cumplimiento de las disposiciones deberían estar determinadas en el presente proyecto y no en las ordenanzas, ya que son elementos sustantivos de la iniciativa legal. Lo mismo pasa con las sanciones por el incumplimiento de las condiciones establecidas en la Ley, Ordenanza y los instrumentos de planificación.

e) No se entiende la expresión “sistema de macroinfraestructura” y se omite la estructura urbana de todo núcleo urbano.
B.2. PROYECTOS URBANOS CONDICIONADOS.

Se cita a continuación el texto del inciso primero del numeral 5. b) del Art. 55 que reemplaza al artículo 55 vigente: “Se entenderá por Proyecto Urbano Condicionado a un proyecto de desarrollo urbano de Construcción Simultánea en el área rural, cuya localización debe complementar y potenciar el desarrollo de un centro poblado existente que no corresponda a un área metropolitana, y que deben mitigar las externalidades negativas que generen.”
OBSERVACIÓN:

a) Un aspecto, tan sólo formal, es que la expresión que hemos subrayado, “y que deben mitigar”, se refiere a la expresión “a un proyecto”, que es singular; por esta razón, debería cambiarse por “y que debe mitigar”.

b) El término “mitigar” no significa solucionar, con lo cual las externalidades negativas de tipo social quedan indefinidas.

c) Esta modalidad es absolutamente desconocida hasta ahora, ya que la construcción simultánea se localiza en áreas rurales próximas o colindantes con centros urbanos, a diferencia de lo planteado en la Ordenanza de la Ley vigente, que localiza esta forma al interior de los límites urbanos. 

d) El sistema de “construcción simultánea”, contemplado en la actual Ordenanza General, ha generado una cantidad relevante de problemas que han obligado a modificarlo, de manera de minimizar los impactos negativos sobre las áreas vecinas y sobre la comuna. Desde esta perspectiva, esta iniciativa es particularmente regresiva respecto a las disposiciones vigentes.

e) Tal como ocurre en muchos lugares del mundo, existen centros urbanos que, teniendo una base económica de cualquier tipo, sirven al mismo tiempo como lugar de residencia para recibir habitantes que trabajan en grandes centros urbanos gracias a sistemas de transporte muy eficientes. De esta manera el centro urbano menor tiene la oportunidad de prestar servicios y diversos equipamientos suplementarios a los que necesita su base económica. Lo anterior implica que el centro urbano grande posee un crecimiento por expansión y densificación menor y el centro menor amplía y diversifica su base económica, aumentando su población. Gana el sistema regional de centros poblados y el centro urbano menor.

f) Nos parece que para conseguir estos impactos positivos el problema urbanístico debe ser enfrentado, al mismo tiempo, a nivel regional y local. Respecto al Plan Maestro, de nivel local, debería considerar como elemento fundamental el centro urbano existente y sus instrumentos de planificación, los que probablemente deberían experimentar un cambio tan profundo como la envergadura de la intervención. Esto no se aprecia en las condiciones planteadas, razón por la que muy probablemente se plantee un conflicto serio entre el centro urbano existente y el nuevo núcleo que lo complementa.

A continuación se establecen las condiciones que deben cumplir estos proyectos.

Los Proyectos Urbanos Condicionados deberán cumplir con las siguientes condiciones:

i) Superficie máxima establecida en los Planes Reguladores Intercomunales o Comunales.

ii) Distancia máxima de los límites urbanos existentes.

OBSERVACIÓN:

a) Parece demasiado simple, en la proposición, que lo único que debe respetar del Plan Regulador Intercomunal o comunal, sea el tamaño máximo establecido para estos proyectos, como también las distancias máximas de los límites urbanos. Esto significa que los interesados pueden definir los porcentajes de ocupación del suelo, los coeficientes de edificación, densidades, alturas de edificación, antejardines, etc.; además fijarán los usos del suelo.

b) Esta iniciativa es una segura fuente de conflicto con el centro urbano al cual “complementa”, ya que no respeta ninguna de las disposiciones del instrumento de planificación local, su estructura urbana, como tampoco la imagen objetivo que se tuvo en vista al generarlo.

c) La letra c) de las condiciones indica que para los efectos de calcular el equipamiento y las áreas verdes hay que remitirse a lo que determine la Ordenanza General. Como lo indicamos anteriormente, lo dispuesto por la Ordenanza para tales efectos es claramente insuficiente para densidades altas.

d) Pensamos que lo que cabe para estos casos es modificar el plan regulador comunal, ampliando el límite urbano para proceder luego a aplicar las disposiciones contenidas en la Ordenanza General respecto a la construcción simultánea o a los conjuntos armónicos. De esta manera, se asegura que el nuevo conjunto respete su entorno y la ciudad existente.

e) Resulta sorprendente que el legislador no halla pensado en la alternativa de ampliar significativamente una ciudad existente, de tamaño medio o medio-bajo, como una manera de responder en mejor forma a las actividades productivas y sociales y descentralizar los procesos de urbanización, fortaleciendo y equilibrando el sistema de centros poblados regional. Son numerosos los ejemplos que se pueden citar para avalar esta necesidad y que no solamente corresponden a regiones con áreas metropolitanas: séptima, novena y décima, sólo por nombrar tres.

f) No se exigen garantías de parte del interesado por el cumplimiento de las condiciones aquí establecidas, como tampoco se establecen sanciones por el incumplimiento. Ni siquiera se dispone que las normas de las garantías y procedimientos se establezcan en la Ordenanza General, como se hace con las Áreas de Desarrollo Urbano Condicionado.

g) Los Proyectos Urbanos Condicionados son aprobados solamente en el ámbito comunal a partir de un Plan Maestro que no se define o reglamenta, ni en la Ley ni en su Ordenanza respectiva. Pensamos que estos Proyectos Urbanos Condicionados deberían llevar la aprobación de la Seremi Minvu y del Gobierno Regional, atendidos los impactos que en la región pueden tener estas iniciativas. En la Ordenanza General deberían estar las normas y procedimientos para su ejecución.
B.3. CONCLUSIONES

1. Parecen altamente insuficientes las condiciones establecidas para las modalidades de urbanización en zonas rurales, que hemos analizado. Lo anterior puede traer impactos negativos de gran magnitud en los sistemas de centros poblados, como también en las ciudades que los componen.

2. No nos oponemos a las iniciativas de permitir el surgimiento de nuevos centros urbanos o a reforzar núcleos urbanos existentes, cuando ello se plantea en el contexto de la planificación urbana regional o local, según corresponda.

3. Son muchos los centros urbanos existentes en varias regiones, que estarían en condiciones de recibir cantidad importante de población que, en otro caso, iría a engrosar los centros urbanos mayores produciendo deseconomías relevantes. Por otra parte, se puede promover y estimular la creación de centros poblados destinados al turismo, en zonas de borde costero – por ejemplo - que poseen innegables recursos turísticos no explotados, incorporando de esta manera a la economía, territorios que hoy día aportan prácticamente cero al desarrollo.

4. Teniendo en vista lo anterior, la Ley General de Urbanismo y Construcciones debería contemplar las disposiciones necesarias para permitir y promover esas iniciativas, pero con claras disposiciones que protejan el bien común y fijen el marco normativo dentro del cual se podrán realizar las actividades urbanizadoras y constructoras en las áreas rurales.
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